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SUSANA RODRIGUEZ QUINTERO 

ABOGADA 

CALLE 34 # 11- 67 Of. 302 Cel. 3165004748 

BUCARAMANGA 

Correo electrónico: doctorasusanarodriguez@hotmail.com 

 

Honorables Magistrados: 

TRIBUNAL SUPERIOR, SALA CIVIL FAMILIA, 

DISTRITO JUDICIAL DE BUCARAMANGA. 

E – Mail = seccivilbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co, servicioalcliente@adviceabogados.com, 

cfacevedo@adviceabogados.com,pradillaydelgado@gmail.com, 

j06ccbuc@cendoj.ramajudicial.gov.co. 

E.      S.     D. 

 

REF.: Magistrado Sustanciador: Dr. José Noé Barrera Sáenz 

Proceso Ejecutivo Singular de CORPORACION INVESTIGACION EN 

DESARROLLO TECNOLOGICO SOSTENIBLE, CINDETS 

Contra: C.B.E. y Humberto Pradilla Ardila 

RADICACION No. 0009/2019 (68001-31-03-006-2015-00298-02) 

 

Susana Rodríguez Quintero, mujer mayor de edad, identificada con la cédula de 

ciudadanía número 37.823.214 de Bucaramanga, abogada en ejercicio, portadora de 

la T.P. No. 57.428 del C. S. de la J., Tel 316-5004748, email = 

doctorasusanarodriguez@hotmail.com, obrando en mi condición de apoderada de 

la CORPORACION INVESTIGACION EN DESARROLLO TECNOLOGICO 

SOSTENIBLE, CINDETS, representada por el señor Edgardo Portilla Restrepo, 

quien funge como Representante Legal, de manera respetuosa acudo a tan alta 

Corporación para INTERPONER RECURSO DE SUPLICA, contra la providencia 

de fecha 26 de mayo de 2.021, en la cual se resuelve la “solicitud de pruebas”1 

presentada por la suscrita, en conformidad con lo estatuido por el artículo 331 del 

C. G. del P. y mediante la cual se dispuso: “PRIMERO: Negar el decreto de Pruebas 
documentales solicitadas por la apoderada judicial de la parte demandante, por las 

consideraciones precedentes”. 

 

PETICION 

Respetuosamente me permito solicitar al alto Tribunal, la modificación del auto de 

Fecha 26 de mayo de 2021, en el cual se concluyó que: “…En este evento se parte 

 
1 Según el dicho del ad quem, pues en realidad lo que hizo la suscrita fue la puesta en conocimiento de hechos 
nuevos de capital importancia de la situación fáctica conocida por el a quo. 
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del supuesto de que la prueba es conducente y pertinente, pero, no obstante, lo 
anterior, deja de ser útil por entrar al campo de lo que el Art. 168 del C. G. del P., 
denomina como manifiesta superfluidad, por no ser ya necesaria para formar el 
convencimiento del juez, quien igualmente puede rechazar de plano su práctica, pues 
no va a ser enriquecedora del debate. (…) Así las cosas, habrá de negarse el decreto y 
práctica de las pruebas pedidas por el extremo demandante”.  

 

Como consecuencia de la interposición de éste recurso de súplica, ruego a los 

Honorables Magistrados, ordenar que el expediente pase al despacho del honorable 

Magistrado que siga en turno, para que actúe como ponente en la resolución 

favorable a la petente del recurso que aquí se interpone.  

 

RAZONES Y FUNDAMENTOS QUE SUTENTAN EL RECURSO 

 

Me permito sustentar el recurso de súplica, de acuerdo con las siguientes 

consideraciones:  

 

PRIMERO: Este Honorable Tribunal admitió el recurso de apelación el día 30 de 

noviembre del 2.018, interpuesto por la demandada CBE, con fundamento en que el 

título no es exigible, no es clara la forma de vencimiento del título, el pagaré no es 

incondicional como lo señala el artículo 709 del C. Co., y el Director no estaba 

autorizado a firmar obligaciones “a favor de la CBE”2, contra la providencia 

emitida  por el Señor Juez Sexto Civil del circuito de Bucaramanga, con fecha 20 

de noviembre del 2.018, dentro del proceso ejecutivo singular de CINDETS contra 

la C.B.E y Humberto Pradilla Ardila. 

 

En la citada providencia, se observa como El A-QUO desestima la literalidad y la 

legitimidad del Título Valor aportado como base de recaudo ejecutivo, porque no lo 

distingue como tal. 

 

SEGUNDO: Por el contrario se centra exclusivamente en la prueba testimonial 

arrimada por la parte demandada, dándole toda la veracidad, sin indagar o ir más 

allá para establecer la realidad de los hechos ocurridos cuando se creó el PAGARÉ. 

Es así como tenemos que el abogado Edgar Portilla Fuentes, fue absuelto en los 

dos procesos que le instaurará el señor Humberto Pradilla Ardila (uno disciplinario y 

 
2 Lo cual no es cierto porque los estatutos le facultaban para contratar y/o convenir por cuantías hasta de 10.000 

Salarios Mínimos Legales mensuales sin necesidad de autorización de órgano alguno de la CBE (lit. L, Articulo 42 de 

los estatutos de la CBE)  
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otro penal), ya que cuando éste togado era el abogado externo3 de la C.B.E., a todos 

los documentos que revisaba como abogado, les colocaba un visado (chulito) que 

demostraba que ya estaban revisados y conformes. Si Ustedes Honorables 

Magistrados, detallan el Pagaré como Título Valor aportado en el proceso 

ejecutivo, observarán que el tal visado (chulito) no aparece por ninguna parte del 

título valor, luego entonces habrá de concluirse que este togado no tuvo acceso a la 

elaboración del PAGARÉ en donde sostuvo el demandado Pradilla Ardila que fue 

engañado. Es más, la Fiscalía General de la Nación al investigar, por querella 

presentada por Pradilla Ardila, el presunto delito de “Falsedad para obtener 

prueba de hecho verdadero” (art 295 del C.P.), radicado 68001-60-08-828-2016-

01637, NO ENCONTRÓ que el abogado Portilla Fuentes, hubiese cometido ese 

delito NI CUALQUIER OTRA FALSEDAD y por ello pidió la preclusión de la 

investigación desde el 12 de octubre del 2.0194 y sé todo esto porque también fui 

querellada por el aquí demandado Pradilla Ardila. 

 

En esa prueba testimonial, o comunidad de testimonios que sirvió al a quo para 

desconocer la literalidad y legitimad del título valor en favor de Pradilla Ardila, 

encontramos las declaraciones de los señores: Luz Cristancho Sánchez, Secretaria 

y Directora Ejecutiva interina de la CBE cuando Pradilla Ardila renunció y el 

Consejo Directivo de la CBE no le había nombrado reemplazo (subordinada, 
dependiente anímica y hasta autora o coautora de los malos manejos de Pradilla Ardila detectados por 

los corporados de la CBE) y Alfonso Arenas Sánchez, Revisor Fiscal de la CBE – 

Contador Público Sancionado por la Junta Central de Contadores5─, personas que 

no estuvieron presentes cuando se elaboró el título valor, y tampoco estuvieron 

presentes cuando se realizaron las audiencias (de liquidación de la ecuación financiera del 
subconvenio suscrito entre CBE y CINDETS en el marco del convenio INCODER – CBE ─ acuerdo de 
voluntades reglado, entre otros, por el Decreto 777/92, aplicable por ultractividad ordenada por el art. 

11 del Decreto Ley 92/17─, negocio subyacente al PAGARE6) que provocaron la creación del 

título valor cobrado judicialmente. Y además no informaron al despacho que 

conocían los estatutos y que el Director Ejecutivo de la CBE podía contratar y/o 

convenir hasta 10000 Salarios Mínimos legales mensuales sin autorización de 

órgano alguno de la Corporación. 

 
3 Así quedó demostrado en el proceso disciplinario que se le adelantó, radicado 68001-1102-000-2017-01682-00 y 
tengo conocimiento de ello porque fui también allí indiciada por el mismo Humberto Pradilla Ardila y por 
vinculación de la Magistrada Disciplinante, Dra. Marta Isabel Rueda Plata. (Ver convenio de cooperación 
estratégica y modificación de estatutos de la CBE, que reposan en la Cámara de Comercio de Bucaramanga, en 
donde el abogado ejerció su trabajo y puso el “chulito”) 
4 Ver solicitud de la fiscalía en 18 páginas. 
5 Resolución 574 del 17 de octubre del 2.013. 
6 Ver descorrimiento de traslado (auto del 28-08-18) de peritaje solicitado por los demandados y contradicho con 
peritaje de la demandante, anexos a este, que reposan en el expediente. 
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También fue declarante, el abogado Carlos Fernando Acevedo Supelano, quien 

según Extracto de acta No. 28, radicado en la Cámara de Comercio por él mismo, 

apareció en la reunión como asesor jurídico de la UPB, asesoró la Asamblea 

General Extraordinaria en donde se disolvió irregularmente la CBE indicándole a 

los corporados presentes que solo habría para ellos “responsabilidad reputacional” 

con la disolución y que “… en relación con la denuncia penal en contra del Dr. Pradilla 
por malos manejos, no le da en principio una recuperación vía perjuicios a la CBE, debe 
existir un reproche o hallazgo penal en contra del Dr. Pradilla para que la CBE pueda 
constituirse  como víctima y tratar de recuperar algo vía procesal penal… El Dr. Acevedo 
dice que si es por defraudación, habría que esperar la sentencia penal. Si es desde el 
punto de vista contable su inviabilidad, con los informes que se han venido presentando 
en los consejos directivos y asambleas son pruebas de que hubo una mala 

administración…”  (Ver páginas 3 y 4 del documento anexado y que también está en la Cámara de 

Comercio de Bucaramanga)    

 

La declaración del señor LIQUIDADOR DE LA C.B.E. en este proceso, denota 

que vino a conocer de la existencia del Pagaré cuando éste ya se encontraba en el 

Proceso Ejecutivo y además según el proyecto de Acta No. 28 por el cual se 

disuelve y ordena la Liquidación de la C.B.E., demuestra que ésta ESAL7 ya venía 

muy mal financieramente (debido a los malos manejos de su ex Director Humberto Pradilla Ardila 
hasta el punto que enfrentaba procesos fiscales y penales por no haber rendido cuentas de dineros 

públicos a COLCIENCIAS) y no estaba cumpliendo con los fines para la cual fue creada. 

Es más, este declarante (liquidador del patrimonio de la CBE) al momento de su deposición 

ya sabía que los dineros embargados y depositados en este proceso son dineros 

públicos con destinación específica (el pago de honorarios, servicios y bienes de un convenio 

público de asociación en beneficio de campesinos) y por presunta codicia declaró a favor de 

la versión mendaz de Pradilla Ardila y hasta los pidió el 07-05-21, petición 

denegada por auto del 13-05-21, emanado del Juzgado Sexto Civil del Circuito de 

Bucaramanga (a quo en este proceso), en razón a no cumplir con los eventos de los 

artículos 597, 599 y 602 del CGP y no contento con ello los ha vuelto a pedir el 27 

de mayo del 2.021 para llevarlos a su “liquidación” y allí repartirlos entre sus 

honorarios como liquidador y los “honorarios debidos a Pradilla Ardila”8 en 

eventual y presunta comisión de prevaricato (art. 413 C.P.) en concurso de peculado 

por apropiación (art. 397 y ss. del C.P.).  

 

TERCERO: De otra parte, como ya se anunció, la suscrita apoderada de la parte 

demandante, he sido víctima de violencia moral ejercida por el señor Humberto 

 
7 Entidad sin ánimo de lucro. 
8 Ver proceso 68001-31-05-005-2016-00346-00 
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Pradilla Ardila, quien me denunció por dos ocasiones ante el Consejo Superior de 

la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, procesos de los cuales fui absuelta, 

inclusive el primero en primera y segunda instancia. Además me involucró en un 

proceso penal, el cual hoy está para decidir la preclusión de esa investigación. Estos 

tres procesos contra la suscrita, me afectaron sicológicamente, pues a pesar de tener 

la seguridad de mi inocencia, debía preparar los correspondientes medios 

probatorios tendientes a demostrarla. 

 

CUARTO: Al observar la providencia apelada, podemos encontrar que de parte del 

A-QUO existió una violación directa de los artículos 621 y 626 del Código de 

Comercio, cuando se equivocó y desconoció los principios de literalidad y 

legitimidad del título valor, concediéndole toda la credibilidad a los testimonios 

arrimados por la parte demandada y  desconociendo los requisitos que deben llenar 

los títulos valores a saber: “Art. 621 (…) 1.- La mención del derecho que en el título se 
incorpora, y 2.- La firma de quien lo crea…”, “Art. 626. (…) El suscriptor de un título 
quedará obligado conforme al tenor literal del mismo, a menos que firme con salvedades 
compatibles con su esencia.” (Subrayado fuera de texto) y el pagaré aportado cumple con 

estos requisitos legalmente exigidos y NO TIENE SALVEDAD ALGUNA del 

obligado para que tuviera vocación de prosperidad su aserto.  Y a estas normas 

regulatorias se le dio un alcance que no le corresponde a su correcto sentido 

jurídico. Así las cosas, el a quo “vio” una cosa que no existe en el documento y de 

confirmarse el fallo de primera instancia por el ad quem, no admitirse pruebas de 

hechos nuevos para mejor proveer y que refuerzan las existentes y conocidas por el 

a quo (pagaré y memorial del abogado Edgar Portilla Fuentes, entre otras), se estaría incurriendo 

en una evidente falla del servicio de administración de justicia a la luz del artículo 

90 Superior. 

 

QUINTO: La Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, precisa que la trasgresión 

del ordenamiento sustancial por vía directa se da cuando el juzgador incurre en 

falsos juicios, bien sea porque (i) no tuvo en cuenta los preceptos que gobernaban 

el caso, (ii) aplicó unos completamente ajenos o (iii) a pesar de haber acertado en 

su selección les dio un alcance del cual carecen. Explica la alta corporación que 

esta es una causal de pleno derecho, encaminada a develar una lesión producida 

durante el proceso intelectivo que realiza el fallador, por acción u omisión, en la 

labor de escogencia y exégesis de la regulación que considera aplicable, con un 

resultado ajeno al querer del legislador. Por lo anterior, esta causal se configura 

cuando el juez, al margen de toda cuestión probatoria deja de aplicar la disposición 

sustancial a que debía someterse el caso. (M.P. Aroldo Quiroz Monsalvo). 

 



6 

 

La Sala ha advertido que los errores en punto de la valoración de la prueba no 

pueden surgir de la simple disparidad de criterios entre la realizada por los 

juzgadores y la ofrecida por los sujetos procesales, sino de la evidente 

contradicción entre aquellas y las reglas de la sana crítica que gobiernan la 

valoración de los medios de conocimiento. 

  

Además, en fallos anteriores ha explicado que la valoración de la prueba derivados 

de un falso raciocinio no pueden surgir de la simple diferencia de criterios fijadas 

por los juzgadores en las instancias y la ofrecida por el impugnante en la demanda, 

sino de la innegable contradicción entre aquella y las reglas de la sana critica que 

gobiernan la apreciación de los medios de convicción.” C.S.J. Sentencia SC-

152142017  (11001310300120090047901), 26/09/2017.  

 

SEXTO: De revocarse la sentencia del a quo, corolario de ello es la revocación de 

las costas en primera instancia a cargo de CINDETS y en favor de Humberto 

Pradilla Ardila, por haber sido obtenida aquella con argumentos y pruebas más 

allá de la simple persuasión facultada por la ley, pues en verdad se usó la justicia 

disciplinaria y hasta la justicia penal como elementos de constreñimiento moral, 

rayando en la violencia moral, ejercida contra la suscrita apoderada y la familia del 

Director de la beneficiaria del pagaré.   

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Invoco como fundamento de derecho, lo dispuesto en los artículos 331 y 332 del 

Código General del Proceso. 

 

PRUEBAS 

 

1.- Solicito tener como pruebas, la actuación surtida en el proceso. 

 

2.- Así mismo me permito aportar como tales las siguientes: 

2.1.- Convenio  de cooperación jurídica, en 2 páginas. 

2.2.- Modificación de estatutos de la CBE, en 29 páginas. 

2.3.- Solicitud de preclusión de la Fiscalía en el radicado 68001-60-08-828-2016-

01637, en 18 páginas. 

2.4.- Certificado digital 1042768 emanado de la Junta Central de Contadores, en 1 

página. 
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ANEXOS: 

 

Los anunciados en el acápite de pruebas documentales. 

 

COMPETENCIA 

 

Es competencia de este Alto Tribunal, Sala Civil Familia, por encontrarse en ella el 

trámite referido y además, por la misma naturaleza del Recurso de Súplica, por 

proceder contra un auto que por esencia sería apelable, proferido por el Honorable  

Magistrado Ponente, tal como lo ordena el artículo 331 del C.G. del P. 

 

NOTIFICACIONES 

 

A los demandados como se hayan acreditado en el proceso. 

 

A los demandantes en el Teléfono móvil celular 317-5141751, email = 

corpocindets@gmail.com, carrera 18 No. 36-50, oficina 12-05, Edificio 

Cincuentenario de Bucaramanga. 

 

A la suscrita apoderada en el Teléfono móvil celular 316-5004748, email = 

doctorasusanarodriguez@hotmail.com, calle 34 No 11-67, Of. 302 de 

Bucaramanga. 

 

Con todo acatamiento, 

 
Susana Rodríguez Quintero9 

C.C. 37.823.214 de Bucaramanga 

T.P. 57.428 del C. S. de la J. 

Tel. 316-5004748 

E – Mail = doctorasusanarodriguez@hotmail.com 

 
Copia: Juzgado Sexto Civil del Circuito de Bucaramanga, Radicado 68001-31-03-006-2015-

00298-00, cuaderno de medidas cautelares. 

 
9 D.L. 806/20 
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